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LEY DE TERRENOS DEL ESTADO, SEGÚN QUEDO 
REFORMADA POR LA LEY NUMERO 979. 



[No. 926.] 

LEY PRESCRIBIENDO LA ADQUISICIÓN DE HOME- 
STEADS (TERRENOS DEL ESTADO QUE SE CON- 
CEDEN PARA CULTIVO Y PAEA CONSTRUCCIÓN 
DE UNA CASA QUE SIRVA DE RESIDENCIA Á UNA 
FAMILIA), VENTA Y ARRENDAMIENTO DE PAR- 
CELAS DE TERRENOS DEL ESTADO EN LAS ISLAS 
FILIPINAS; PRESCRIBIENDO LOS TÉRMINOS Y 
CONDICIONES PARA QUE SE PUEDAN PERFECCIO- 
NAR LOS TÍTULOS DE LOS TERRENOS DEL ESTADO 
EN DICHAS ISLAS; DISPONIENDO LA EXPEDICIÓN 
GRATUITA DE TÍTULOS DE PROPIEDAD A DETER- 
MINADOS NATURALES QUE OCUPAN TERRENOS 
DEL ESTADO; DISPONIENDO EL SEÑALAMIENTO 
DE TERRENOS PARA FUNDACIÓN DE PUEBLOS, Y 
LA VENTA DE SOLARES EN LOS MISMOS; Y DIS- 
PONIENDO LA VISTA Y FALLO POR EL TRIBUNAL 
DEL REGISTRO DE LA PROPIEDAD DE TODAS LAS 
SOLICITUDES PARA LA TERMINACIÓN Y CONFIR- 
MACIÓN DE LAS CONCESIONES Y DONACIONES 
OTORGADAS POR ESPAÑA EN DICHAS ISLAS, QUE 
ESTÉN IMPERFECTAS Ó INCOMPLETAS, CON- 
FORME SE AUTORIZA POR LOS ARTÍCULOS TRECE, 
CATORCE Y QUINCE DE LA LEY DEL CONGRESO 
DE PRIMERO DE JULIO DE MIL NOVECIENTOS DOS, 
TITULADA "LEY DISPONIENDO PROVISIONAL- 
MENTE LA ADMINISTRACIÓN DE LOS ASUNTOS 
DEL GOBIERNO CIVIL DE LAS ISLAS FILIPINAS Y 
PARA OTROS FINES." 

Por autorización de los Estados Unidos, la Comisión en Filipinas, 
decreta : 

Capítulo I. 

HOMESTEADS EN TERRENOS DE DOMINIO PÚBLICO. 

Artículo 1. Todo ciudadano de las Islas Filipinas, ó de los 
Estados Unidos, ó de cualquier posesión insular de los mismos, 
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mayor ele veintiún años de edad ó cabeza de familia, puede, como 
más adelante se dispondrá, registrar un homéstead que no exceda 
de diez y seis hectáreas de terreno agrícola del Estado, no ocupado, 
ni reservado, ni sujeto á ninguna apropiación ni concesión, en las 
Islas Filipinas, como se define en la Ley del Congreso de primero 
de Julio de mil novecientos dos, titulada "Ley disponiendo pro- 
visionalmente la administración de los asuntos del Gobierno Civil 
de las Islas Filipinas y para otros fines/' el cual, si está en terrenos 
medidos, se tomará por subdivisiones legales, y si está en terrenos no 
medidos, se fijará en una extensión que en cuanto sea posible será de 
forma rectangular y no excederá de ochocientos metros de largo; 
pero ninguna persona que sea dueño de más de diez y seis hectáreas 
de terreno en dichas Islas ó que se disfrute de los beneficios de algún 
repartimiento gratuito de diez y seis h cetáreas de terreno después 
de la adquisición de las Islas por los Estados Unidos, tendrá dere- 
cho á los beneficios de este capítulo. 

Aut. 2. Toda persona que solicite registrar un terreno bajo las 
disposiciones de este capítulo, presentará al funcionario que la 
ley designe como encargado de los terrenos locales, ó, en caso de 
que no exista dicho funcionario, al Jefe de la Oficina de Terrenos 
del Estado, una solicitud bajo juramento, en la cual se hará cons- 
tar que reúne las condiciones que exige el artículo primero de este 
capítulo y que no tiene ninguna de las inhabilitaciones que allí se 
mencionan; que dicha solicitud la hace para su exclusivo uso y 
provecho; que la hace con el fin de residir realmente allí y cultivar 
el terreno, y no para el uso ó beneficio, directo ó indirecto, de nin- 
guna otra persona ó personas, corporación ó asociación; que el 
terreno que se solicita no es mineral, ni contiene depósitos valiosos 
de carbón ó sales, que es más valioso para la agricultura que para 
fines forestales y que no está ocupado por otra persona manifes- 
tando la provincia, municipio y barrio en que el terreno esté 
situado y haciendo una descripción, la más exacta posible, que 
exprese los límites del terreno, que tengan relación con los acci- 
dentes del mismo ó con mojones permanentes, si los hubiere. Á la 
presentación de la referida solicitud, el Jefe de la Oficina de Terre- 
nos del Estado, previa consulta al Jefe de la Inspección de 
Montes y en vista de los registros de terrenos, determinará suma- 
riamente, si el terreno solicitado está sujeto, de acuerdo con la 
ley, á ser adquirido como un homéstead, y si nada encuentra en 
contrario, el solicitante, previo el pago de diez pesos, en moneda 



filipina, quedará autorizado para exigir la toma de razón de la 
extensión de terreno descrito. 

Art. 3. No se librará ningún certificado ni se expedirá título de 
propiedad por el terreno solicitado, hasta pasados cinco años á par- 
tir de la fecha de la presentación de la solicitud y si, á la termina- 
ción de dicho plazo ó en cualquier época dentro de los tres años 
siguientes, la persona que presentó la solicitud probare con dos 
testigos fidedignos que ha residido en el terreno y lo ha cultivado, 
por espacio de cinco años consecutivos, desde la fecha de la presen- 
tación de la solicitud antes mencionada, é hiciere una declaración 
jurada de que ninguna parte de dicho terreno ha sido enajenada ni 
gravada, y que ha conservado verdadera fidelidad al Gobierno de 
los Estados Unidos y al de las Islas Filipinas, tendrá derecho á un 
título, previo pago de un derecho de diez pesos, en moneda filipina, 
al funcionario que se designe por la ley como encargado de los 
terrenos locales ó, en caso de que no exista dicho funcionario, al 
Jefe de la Oficina de Terrenos del Estado: Entendiéndose, sin 
embargo. Que en caso de fallecimiento del solicitante antes de la 
expedición del título, su viuda tendrá derecho á obtenerlo, justifi- 
cando que ha cumplido los requisitos de la ley para la adquisición 
de homesteads arriba mencionados; y en caso de que el solicitante 
falleciere antes de la expedición del título, sin dejar viuda, su 
derecho al terreno, pasará y el título se expedirá á las personas que, 
conforme á las leyes de las Islas Filipinas, lo hubieran adquirido 
si á la muerte del solicitante el título hubiese estado perfecto 
mediante la concesión del mismo, justificando previamente dichas 
personas el cumplimiento de los mencionados requisitos y condi- 
ciones. 

Art. 4. Ningún terreno adquirido bajo las disposiciones de este 
capítulo responderá en ningún caso al pago de obligaciones con- 
traidas con anterioridad á la expedición del título. 

Aht. 5. Si en cualquier época después de la presentación de la 
solicitud arriba mencionada, y antes de la expiración del plazo que 
concede la ley para presentar la prueba definitiva, se probase á 
satisfacción del Jefe de la Oficina de Terrenos del Estado, previa 
notificación al solicitante del homestead, que el terreno solicitado 
no está sujeto, con arreglo á la ley, á ser registrado como homestead, 
ó que el solicitante ha cambiado su residencia ó que voluntaria- 
mente ha abandonado el terreno por más de seis meses consecutivos 
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dentro de los cinco años de residencia que se exigen por esta Ley, 
6 que en alguna otra forma ha dejado de cumplir los requisitos de 
la Ley, el Jefe de la Oficina de Terrenos del Estado podrá cancelar 
la solicitud, sin perjuicio de la apelación ante el Secretario de lo 
Interior conforme á los reglamentos correspondientes, y podrá dis- 
ponerse del terreno al igual que los demás terrenos públicos de 
igual carácter. 

Art. 6. Á ninguna persona se concederá el registro de más de 
un liomestead. 

Art. 7. Antes de presentarse prueba definitiva por una persona 
(pie pretenda haber cumplido con las disposiciones de este capítulo, 
se dará, en la forma que prescriba el Jefe de la Oficina de Terrenos 
del Estado con la aprobación del Secretario de lo Interior, oportuno 
aviso al público de la intención de aquella de presentar tal prueba, 
en el que se expresarán el tiempo y lugar, la descripción del terreno 
y los nombres de los testigos con los cuales se espera justificar los 
hechos necesarios. 

Art. 8. Toda persona puede presentar una declaración jurada 
oponiéndose al registro de cualquier solicitud ele liomestead, denun- 
ciando que el terreno solicitado era terreno agrícola ocupado, ó 
reservado, ó sujeto á alguna apropiación ó concesión á la fecha de 
la presentación de la solicitud ; alegando la falta de condiciones del 
solicitante, la falta de cumplimiento de la ley en cuanto á la resi- 
dencia ó cultivo, ó cualquier otro motivo que, probado, fuere causa 
justificada para la cancelación de la solicitud ; y si la oposición 
surtiere efecto, se concederá al que la haya presentado, si reuniere 
las condiciones necesarias, derecho de inscripción preferente por 
el. término de sesenta días á partir de dicha fecha. 

El Jefe de la Oficina de Terrenos del Estado ó cualquier funcio- 
nario público que llegare á tener conocimiento de la existencia de 
alguno de los motivos antes mencionados para presentar oposición 
ó cancelar una solicitud, podrá presentar oposición en forma á la 
solicitud, fundándola en cualquiera de dichos motivos, los que, una 
vez probados, producirán la cancelación de tal solicitud. 

Art. 9. No se expedirá ningún título bajo las disposiciones de 
este capítulo, hasta que se haya medido el terreno bajo la direc- 
ción del Jefe de la Oficina de Terrenos del Estado, y se haya hecho 
un plano exacto del mismo, siendo de cuenta del Gobierno Insular 
los gastos de la medición. 



Capítulo II. 

VENTA DE PARCELAS DE TERRENOS DE DOMINIO PÚBLICO. 

Art. 10. Todo ciudadano de las Islas Filipinas, ó de los Estados 
Unidos, ó de cualquier posesión insular de los mismos, ó corpora- 
ción ó asociación semejante organizada bajo las leyes de las Islas 
Filipinas, de los Estados Unidos, ó de cualquier Estado, territorio 
ó posesión insular de los mismos y con capacidad para contratar en 
las Islas Filipinas, puede comprar cualquier parcela de terreno 
agrícola del Estado, en. las Islas Filipinas, que no sea mineral, ni 
esté ocupado, ni reservado, ni sujeto á ninguna apropiación ni con- 
cesión, como se define en la Ley del Congreso de primero de Julio 
de mil novecientos dos, que no exceda de diez y seis hectáreas tra- 
tándose de individuos, y del mil veinticuatro hectáreas tratándose 
de corporaciones ó asociaciones, conforme á los trámites que más 
adelante se expresarán en este capítulo: Entendiéndose, Que nin- 
guna. asociación que no esté organizada como queda dicho, ni una 
sociedad constituida simplemente por contrato (partnership) ten- 
drán derecho á comprar mayor cantidad de diez y seis hectáreas 
por cada miembro de las mismas. 

Art. 11. Las compras de terrenos medidos previamente que se 
hagan de acuerdo con las disposiciones de este capítulo deberán 
hacerse por subdivisiones legales contiguas. Todos los terrenos que 
se compren en virtud de la presente Ley, ya estén medidos previa- 
mente ó no, en el caso de que la parcela que se desee comprar exceda 
de una superficie de sesenta y cuatro hectáreas, se tomarán siempre 
que sea posible por cuadrados contiguos que por lo menos midan 
sesenta y cuatro hectáreas cada uno: Entendiéndose, Que, en unión 
á la compra de una ó más parcelas de terrenos de sesenta y cuatro 
hectáreas, puede comprarse una parcela rectangular de trinta y 
dos hectáreas, cuyo lado más largo esté contiguo á la parcela cua- 
drada de sesenta y cuatro hectáreas, ó á una de dichas parcelas si se 
hubiesen comprado más de una. En ningún caso podrán tomarse 
terrenos comprados bajo las disposiciones de este capítulo, en 
forma que perjudique el uso de otros terrenos colindantes, aguas, 
ríos ó arroyos, línea de playa, caminos, radas, ú otorgue al conce- 
cionario otros derechos valiosos que pueden ser perjudiciales á los 
intereses del público. 

Art. 12. La solicitud para comprar terrenos bajo este capítulo 
se debe presentar al funcionario que se designe por la ley, como 



encargado de los terrenos locales, y, en caso de que no haya tal 
funcionario, al Jefe de la Oficina de Terrenos del Estado. La 
solicitud se hará bajo juramento y debe consignar la ciudadanía 
del solicitante y su dirección postal; la situación del terreno que 
se desea, manifestando la provincia, municipio y barrio en que esté 
situado, y una descripción la más exacta posible, que exprese los 
límites del terreno que tengan relación con los accidentes del mismo 
y pon mojones permanentes, si los hubiere; la manifestación respec- 
to á si alguna parte del terreno está ocupada ó mejorada, que no es 
mineral, que es más valioso para fines agrícolas que para los fores- 
tales y que no contiene depósitos de sales ó carbón. La solicitud de 
una corporación deberá ir acompañada de una copia certificada de 
su carta ó escritura constitucional. Una sociedad no constituida en 
forma de corporación deberá justificar que sus miembros poseen 
individualmente las condiciones que arriba se exigen á los parti- 
culares. En el caso de una corporación ó asociación organizada 
fuera de las Islas Filipinas deberá unirse á la solicitud prueba docu- 
mental necesaria de que se han cumplido los requisitos de la ley de 
las Islas Filipinas que regulan los actos de contratación de corpo- 
raciones ó asociaciones extranjeras. 

Art. 13. El Jefe de la Oficina de Terrenos del Estado tendrá el 
deber de examinar todas las solicitudes de compra que se pre- 
sentan bajo este capítulo, de determinar si el solicitante reúne las 
condiciones que requiere el artículo diez del mismo, y de resolver en 
vista del certificado del Jefe de la Inspección de Montes si el te- 
rreno solicitado es más valioso para fines agrícolas que para los 
forestales. Dará cuenta de sus conclusiones al Secretario de lo 
Interior, el cual, después de debida consideración y aprobación, 
ordenará que se lleve á cabo la venta. 

También tendrá el Jefe de la Oficina de Terrenos del Estado el 
delber de tasar el terreno que se solicite bajo este capítulo, la cual 
tasación no será menor de diez pesos en moneda filipina por cada 
hectárea, y al hacer esta tasación podrá pedir la ayuda de cual- 
quier funcionario provincial ó municipal de la provincia donde 
radique el terreno. Después de haber sido tasado el terreno como 
antes se dispone, el Jefe de la Oficina de Terrenos del Estado anun- 
ciará la venta del mismo publicando un aviso una vez por semana, 
durante seis semanas consecutivas, en dos periódicos, uno que se 
publique en Manila y otro (si lo hubiere) que se publique cerca 
^ej.., terreno ;que se solicita, publicándose dichos anuncios tanto en 
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idioma inglés como en español. El Jefe de la Oficina de Terrenos 
del Estado, con la aprobación del Secretario de lo Interior, prescri- 
birá además de la publicación en los periódicos, una forma ade- 
cuada de fijar anuncios en los terrenos que se traten de comprar 
ó en los pueblos donde estén situados. Los anuncios fijarán la 
fecha, que por lo menos será diez días después de la del último 
anuncio que se publique en el periódico de Manila, en la que el 
Jefe de la Oficina de Terrenos del Estado adjudicará el terreno al 
mejor postor, ó convocará á nueva licitación, ó procederá de otro 
modo como se dispone por la ley. 

Art. 14. Todas la proposiciones deberán estar selladas y diri- 
gidas al Jefe de la Oficina de Terrenos del Estado y deberán ser 
acompañadas de un cheque aceptado ó un giro postal pagadero á 
su orden por el veinticinco por ciento del importe de la oferta, 
la cual cantidad se tendrá, en caso de que sea aceptada la proposi- 
ción, como pago parcial del precio de compra: Entendiéndose, Que 
no se tomará en consideración ninguna oferta por cantidad menor 
que el valor de tasación del terreno. 

Art. 15. Una vez abiertas las proposiciones, el terreno se adju- 
dicará al mejor postor. Si en la mejor oferta hubieren coincidido 
dos ó más personas y una de ellas fuera el solicitante se aceptará 
la proposición de este. Si la proposición del solicitante no fuese 
una de las mejores, el Jefe de la Oficina de Terrenos del Estado, 
sacará inmediatamente el terreno á subasta pública y se adjudicará 
á la persona que haga mejor oferta, pero ninguna oferta será defi- 
nitivamente aceptada en dicha subasta hasta que el postor no haya 
depositado el veinticinco por ciento de su oferta como requiere 
el artículo catorce. El Jefe de la Oficina de Terrenos del Estado 
devolverá inmediatamente los depósitos de todos los postores cuyas 
proposiciones no hubiesen sido aceptadas, y, con la aprobación del 
Secretario de lo Interior, tendrá facultad para rechazar todas ó 
cualquiera de las proposiciones presentadas. 

Art. 16. Los terrenos que se vendan bajo las disposiciones de 
este capítulo se pagarán en la forma siguiente: El remanente del 
precio de compra, después de deducir la cantidad pagada en cheque 
ó giro postal entregado al tiempo de presentar la proposición, puede 
pagarse por completo una vez heqha la adjudicación ó en pagos 
anuales iguales, ó en uno solo á los cinco años después de la fecha 
de la adjudicación. Todas las cantidades que queden por pagar 
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después de la fecha de la adjudicación devengarán un interés ele 
seis por ciento al año desde aquella fecha hasta que se paguen. 

Art. 17. No se expedirán ningún título bajo las disposiciones 
de este capítulo hasta que se haya medido el terreno bajo la direc- 
ción del Jefe de la Oficina de Terrenos del Estado y se haya levan- 
tado un plano exacto del mismo. El costo de dicha medición será 
por cuenta del comprador, si fuese una corporación ó asociación 
semejante y la medición se Hiciese antes de las reglamentarias en 
las Islas; pero si el comprador fuese un particular, el costo de la 
medición será por cuenta del Gobierno Insular. ISTo se expedirá 
título antes de la terminación de los cinco años á contar de la 
fecha ele la adjudicación, y antes que se expida el comprador tiene 
que justificar que realmente ha ocupado, cultivado y mejorado la 
propiedad durante el período de los cinco años siguientes á la adju- 
dicación, y que no ha vendido ni en ninguna forma gravado el 
terreno. 

Art. 18. Si en cualquier fecha después de la adjudicación y 
antes de expedirse el título, se probare á satisfacción del Jefe de la 
Oficina de Terrenos del Estado, después de notificado debidamente 
el comprador, que éste ha abandonado voluntariamente el terreno 
por un período mayor de un año en cualquier época, ó que en otra 
forma ha dejado de cumplir con los requisitos de la ley, el terreno 
quedará revertido al Gobierno, y se perderán todos los pagos del 
precio de compra hechos anteriormente. 

Art. 19. Este capítulo se interpretará en el sentido de que á 
una misma persona, corporación ó asociación sólo se concede una 
compra por la extensión máxima de terreno ; y que ninguna corpo- 
ración ó asociación, si alguno de sus miembros hubiese obtenido los 
beneficios de este capítulo, ya como particular ó como miembro de 
alguna otra corporación ó asociación, podrá comprar bajo este 
capítulo ningún otro terreno del Estado. 

Art. 20. En caso de fallecimiento del solicitante después de la 
presentación de la solicitud y antes de la expedición del título, sus 
herederos reconocidos por la ley pueden reclamar el privilegio de 
subrogarse en los derechos de aquel, y si ellos cumplieren los requi- 
sitos exigidos por la ley para la compra de terrenos, se les expedirá 
el título. 

Art. 21. Si algún terreno que se solicite bajo las disposiciones 
de este capítulo estuviese ocupado realmente por alguna persona 
que estuviese en condiciones para presentar una solicitud de home- 
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stead ú otra cualquiera bajo las leyes de terrenos del Estado de las 
Islas Filipinas, ó por algún natural que tuviese derecho por la ley 
á una concesión gratuita, se le hará saber mediante notificación 
personal su derecho y se le concederá preferencia por el término de 
ciento veinte días dentro de los cuales podrá presentar la solicitud 
ó pedir la patente. 

Capítulo III. 

ARRENDAMIENTO DE PARCELAS DE TERRENOS DE DOMINIO PÚBLICO. 

Art. 22. Todo ciudadano de los Estados Unidos ó de las Islas 
Filipinas, ó de cualquier posesión insular de los Estados Unidos, ó 
corporación ó asociación organizada bajo las leyes de las Islas Fili- 
pinas ó de los Estados Unidos, ó de cualquier Estado, Territorio ó 
posesión insular de los mismos, autorizada por las leyes de su consu- 
nción y por las leyes de las Islas Filipinas y del Congreso aplica- 
bles á las mismas, para contratar en las Islas Filipinas, puede 
arrendar cualquier parcela de terreno agrícola del Estado que no esté 
ocupado ni reservado, ni sea mineral, como se define en los artículos 
diez y ocho y veinte de la Ley del Congreso aprobada en primero de 
Julio de mil novecientos dos, que dispone un gobierno provisional 
para las Islas Filipinas, etc., que no exceda de mil veinticuatro 
hectáreas, conforme á los trámites que más adelante se indican en 
este capítulo: Entendiéndose, Que no se permitirá ningún arrenda- 
miento que perjudique un derecho anterior de población ú ocu- 
pación hasta que se haya obtenido primeramente el consentimiento 
del ocupante ó poblador ó hasta que dicho derecho se haya extin- 
guido legalmente : Y entendiéndose además. Que no se permitirá á 
ninguna corporación ó asociación arrendar bajo la presente ley 
terrenos que sean razonablemente necesarios para llevar á cabo los 
negocios para que legalmente fué creada y que pueda ejercer legal- 
mente en las Islas Filipinas. 

Art. 23. Los arrendamientos de terrenos medidos previamente 
que se hagan en virtud de las disposiciones de este capítulo, debe- 
rán hacerse por subdivisiones legales contiguas. Todos los terrenos 
que se arrienden en virtud de la presente, ya estén medidos previa- 
mente ó no, se tomarán siempre que sea posible, en el caso de que 
la parcela que se desee arrendar exceda de una superficie de sesenta 
y cuatro hectáreas, por cuadrados contiguos que por lo menos midan 
sesenta y cuatro hectáreas cada uno : Entendiéndose, Que, en unión 
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al arrendamiento de una ó más parcelas de terreno de sesenta y cua- 
tro hectáreas, puede arrendarse una parcela rectangular de trienta y 
dos hectáreas, suyo lado más largo esté contiguo á la parcela cua- 
drada de sesenta y cuatro hectáreas ó á una de dichas parcelas, si se 
hubiesen arrendado más de una. En ningún caso podrán tomarse 
terrenos que se arrienden bajo las disposiciones de este capítulo en 
forma que perjudique el uso de otros terrenos colindantes, aguas, 
ríos, arroyos, línea de playa, caminos, radas ú otorgue otros derechos 
valiosos que, á juicio del Jefe de la Oficina de Terrenos del Estado, 
puedan ser perjudiciales á los intereses del público. 

Art. 24. La solicitud para arrendar terrenos bajo este capítulo, 
debe hacerse bajo juramento y presentarse al funcionario que se 
designe por la ley como encargado de los terrenos locales del dis- 
trito en que el terreno esté situado, y, en caso de que no haya tal 
funcionario, al Jefe de la Oficina de Terrenos del Estado, y deberá 
consignar los particulares siguientes : la ciudadanía y dirección pos- 
tal del solicitante; la situación del terreno, manifestando la pro- 
vincia, municipio y barrio en que esté situado, y una descripción la 
más exacta posible que exprese los límites del terreno que tengan 
relación con los accidentes del mismo y con mojones permanentes, 
si los hubiere; la manifestación respecto á si el terreno contiene 
algunas mejoras ó indicios de ocupación y cultivo, y una manifes- 
tación de que no es mineral y de que es más apropiado y valioso 
para fines agrícolas que forestales y de que no contiene yacimientos 
de carbón ni de sales. Las corporaciones y asociaciones estarán 
obligadas á presentar prueba de su existencia legal y autorización 
para contratar en las Islas Filipinas. 

Art. 25. Los que pretendan solicitar arrendamientos bajo los 
términos de este capítulo deberán dar aviso de su intención de 
solicitar el arrendamiento de la parcela de terreno que deseen, 
mediante anuncios ó por otros medios que ordene el Jefe de la 
Oficina de Terrenos del Estado con la aprobación del Secretario 
de lo Interior, el cual aviso expresará la fecha en que se habrá de 
presentar la solicitud y describirá la más exactamente posible el 
terreno que se desee arrendar. 

Art. 26. El Jefe de la Oficina de Terrenos del Estado tendrá el 
deber de examinar todas las solicitudes de arrendamiento que se 
presenten bajo este capítulo, de determinar si el solicitante reúne 
las condiciones que requiere el artículo veinte y dos del mismo, 
y de resolver en vista del certificado del Jefe de la Inspección de 
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Montes, si el terreno solicitado es más valioso para fines agrícolas 
que para los forestales y de resolver, además, sumariamente, y en 
vista de datos disponibles, si el terreno no es mineral ó no contiene 
yacimientos de carbón ó de sales. Dará cuenta de sus conclusiones 
al Secretario de lo Interior, el cual después de debida consideración 
y aprobación, ordenará que se lleve á cabo el arrendamiento. 

Aet. 27. El precio anual por hectárea de los terrenos que se 
arrienden bajo este capítulo se fijará por el Jefe de la Oficina de 
Terrenos del Estado con la aprobación del Secretario de lo Interior, 
y en ningún caso será menor de cincuenta centavos anuales, en 
moneda filipina, por cada hectárea; dicha renta se pagará anual- 
mente por adelantado, depositándose el primer pago en poder del 
Jefe de la Oficina de Terrenos del Estado, antes de la entrega del 
contrato de arrendamiento. 

Aet. 28. Los arrendamientos que se hagan en virtud de la pre- 
sente serán por un plazo que no exceda de veinte y cinco años, pero 
podrán ser renovados por otro segundo plazo de veinte y cinco 
años, á un precio que se fijará como antes se ha indicado, y que no 
será menor de cincuenta centavos ni mayor de un peso y cincuenta 
centavos, en moneda filipina, por hectárea. El terreno arrendado 
bajo la presente ley no se cederá ni se subarrendará sin el consenti- 
miento del Jefe de la Oficina de Terrenos del Estado y del Secre- 
tario de lo Interior. 

Art. 29. No se arrendará ningún terreno bajo las disposiciones 
de este capítulo, hasta que se haya medido bajo la dirección del 
Jefe de la Oficina de Terrenos del Estado y se haya hecho un plano 
exacto del mismo. El costo de la medición será de cuenta del 
arrendatario. 

Art. 30. El arrendamiento de cualquier terreno hecho en virtud 
de lo dispuesto en este capítulo no da derecho á quitar ó disponer 
de cualquier madera valiosa salvo de acuerdo con lo dispuesto en 
los reglamentos de la Inspección de Montes para el corte de maderas 
en tales terrenos. Tampoco da derecho á extraer ó disponer de la 
piedra, aceite, carbón, sales ú otros minerales existentes en los 
mismos. El arrendamiento, en la parte de terreno que sea mine- 
ral puede ser rescindiendo por el Jefe de la Oficina de Terrenos del 
Estado con aprobación del Secretario de lo Interior y previo aviso 
al arrendatario, siempre que la calidad mineral de la referida parte 
del terreno se demuestre satisfactoriamente. 

Art. 31. La acción de talar ó la infracción de los reglamentos 
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forestales por el arrendatario dará lugar á la pérdida del ultimo 
alquiler pagado y á ser éste inmediatamente desposeído y deman- 
dado por daños y perjuicios. 

Capítulo IV. 

CONCESIONES GRATUÍTAS Á POBLADORES NATURALES. 

Art. 32. Todo natural de las Islas Filipinas,, que desde el pri- 
mero de Agosto de mil ochocientos noventa y ocho, bien por si, ó 
bien por medio de sus ascendientes, haya ocupado y cultivado sin 
interrupción un terreno agrícola del Estado, no reservado, ni sujeto 
á ninguna apropiación ni concesión, como se define por la Ley del 
Congreso de primero de Julio de mil novecientos dos, y que actual- 
mente ocupe y cultive dicho terreno; ó que con anterioridad al 
primero de Agosto de mil ochocientos noventa y ocho hubiese ocu- 
pado y cultivado sin interrupción durante los tres años inmediata- 
mente anteriores á dicha fecha, y desde el cuatro de Julio de mil 
novecientos dos hasta la fecha de la vigencia de esta ley continua- 
mente ocupare y cultivare dicho terreno, tendrá derecho á que se 
le conceda título gratuito por una parcela de dicho terreno, que no 
exceda de diez y seis hectáreas, como más adelante se dispone en 
este capítulo. 

Art. 33. Toda persona que desee obtener los beneficios de este 
capítulo debe, antes del primero de Enero de mil novecientos siete, 
presentar una solicitud pidiendo la concesión de título al funcio- 
nario que designe la ley como encargado de los terrenos locales, ó, 
en el caso que no haya tal funcionario, al Jefe de la Oficina de 
Terrenos del Estado. La solicitud debe hacerse bajo juramento 
y deberá consignar los particulares siguientes: el nombre, edad, y 
dirección postal del solicitante; que es natural de las Islas Fili- 
pinas; la situación del terreno que se desee, manifestando la pro- 
vincia, municipio y barrio en que esté situado; una descripción la 
más exacta posible que exprese los límites del terreno que tengan 
relación con los accidentes del mismo y con mojones permanentes, 
si los hubiere; que el terreno no está reclamado, ni ocupado por 
ninguna otra persona, la fecha en que el solicitante ó su ascen- 
diente, nombre de éste y parentesco con el solicitante, entró en 
posesión y empezó el cultivo, y una descripción de las mejoras que 
se hayan hecho. Si el solicitante alegare que el terreno se ocupó 
y cultivó primeramente por uno de sus ascendientes deberá maní- 
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festar el nombre ele dicho ascendiente y presentar prueba satisfac- 
toria de la fecha y lugar de su fallecimiento y entierro, en cuyo 
caso se expedirá el título á nombre del heredero ó herederos de 
dicho ascendiente conforme á las leyes de las Islas Filipinas. 

Art. 34. El Jefe de la Oficina de Terrenos del Estado tiene el 
deber, al recibir dicha solicitud, de ordenar que se haga una inves- 
tigación cuidadosa en la forma que considere necesaria para com- 
probar la exactitud de las alegaciones que en ella se consignan, y si 
después de la investigación quedare satisfecho de que el solicitante 
está dentro de las disposiciones de este capítulo, ordenará que se 
expida al solicitante título por una parcela de dicho terreno que no 
exceda de diez y seis hectáreas de extensión, ó á los herederos de su 
ascendiente, como se dispone en el artículo anterior: Entendién- 
dose, Que no se tomará resolución definitiva sobre ninguna solici- 
tud hasta que se haya publicado aviso de la misma en el municipio y 
barrio en que el terreno esté situado, y se haya dado oportunidad á 
los que alegan tener interés contrario para presentar sus reclama- 
ciones : Y entendiéndose además, Que no se expedirá ningún título 
hasta que se haya medido el terreno bajo la dirección del Jefe de la 
Oficina de Terrenos del Estado, y hecho un plano exacto del mismo. 

Art. 35. Los terrenos adquiridos de acuerdo con las disposiciones 
de este capítulo no serán enajenables y no estarán sujetos á grava- 
men durante un período de siete años á contar de la fecha de la 
expedición del título, ni responderán al pago de ninguna obligación 
contraída con anterioridad á la terminación de aquel período. 

Capítulo V. 

RESERVA DE TERRENOS PARA FUNDACIÓN DE PUEBLOS. 

Art. 36. Siempre que á juicio del Secretario de lo Interior con- 
venga á los intereses públicos, reservar terreno del Estado con des- 
tino á la fundación ele un pueblo, ó adquirir para tal fin terrenos 
ejerciendo el derecho de expropiación forzosa, ordenará al Jefe de 
la Oficina de Terrenos del Estado que haga una medición de los 
límites exteriores del terreno que considera conveniente reservar ó 
adquirir. 

Art. 37. Una vez terminada y recibida la medición mencionada 
en el artículo treinta y seis, el Secretario de lo Interior la enviará 
con sus recomendaciones á la Comisión en Filipinas. 

xArt. 38. Si la Comisión acepta las recomendaciones del Secreta- 



16 

rio de lo Interior, aprobará una resolución reservando el terreno me- 
dido, ó la parte del mismo que considere conveniente, con destino á 
la fundación de un pueblo, y se enviará una copia certificada de la 
resolución al Jefe de la Oficina de Terrenos del Estado, el que la 
inscribirá en los registros de su oficina enviando copia del registro 
al Kegistrador de la Propiedad de la provincia donde radique el 
terreno medido. 

Art. 39. Será deber del Jefe de la Oficina de Terrenos del Es- 
tado, después de haber registrado el acuerdo de la Comisión y la 
medición preliminar que lo acompañaba, ordenar la subdivisión y 
el levantamiento del plano del terreno, de acuerdo con las instruc- 
ciones respecto á la forma de subdivisión ordenadas en el acuerdo 
aprobatorio, y si no hubiere ninguna, en la forma que considere más 
adecuada á la conveniencia y á los intereses del público y residentes 
del futuro pueblo. 

Art. 40. La Comisión, mediante acuerdo, ó á falta de tal 
acuerdo, el Jefe de la Oficina de Terrenos del Estado, reservará del 
terreno cuyo plano se ha de levantar, solares de extensión suficiente 
y situados convenientemente, para unos públicos, así como terrenos 
para avenidas, calles callejones, parques y plazas necesarias. 

Art. 41. El plano de la subdivisión designará ciertos solares 
como solares para usos comerciales y los restantes como solares para 
residencias; también reservará y anotará los terrenos de propiedad 
particular justificada por títulos registrados, ó poseídos ó reclama- 
dos por los poseedores como propiedad particular: Entendiéndose, 
sin embargo, Que las avenidas, calles, callejones, parques, plazas y 
solares se trazarán en el plano como si los terrenos de propiedad 
privada ó reclamados por particulares fueran parte del dominio 
público y parte de la reserva, bajo la mira de comprar ó expropiar 
los mismos, si se considerase necesario por las autoridades com- 
petentes. 

Art. 42. Todos los solares, tanto públicos como privados, situa- 
dos dentro de los límites exteriores se incluirán en el plano y se 
numerarán bajo un plan ó sistema general. 

Art. 43. El plano de la subdivisión del terreno reservado para 
fundación de pueblo, hecho bajo la inspección del Jefe de la Ofi- 
cina de Terrenos del Estado, se someterá al Secretario de lo Interior 
para que éste lo presente á la Comisión para su estudio, modifica- 
ción, reforma ó aprobación. 

Art. 44. El acuerdo de la Comisión aprobando el plano dispon- 
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drá si los productos que resulten de la venta de los solares se habrán 
de ingresar en la Tesorería Insular como fondos insulares generales, 
ó como fondo especial destinado á mejoras públicas en el pueblo 
ó cerca de él, y en lo sucesivo los ingresos por la venta de los sola- 
res se aplicarán en la forma que disponga el acuerdo de la Comisión. 

Art. 45. Cuando los productos de la venta hayan de constituir 
un fondo destinado á mejoras públicas en el pueblo ó cerca de él, 
este fondo se gastará en la forma que disponga la ley ó acuerdo de 
la Comisión. 

Art. 46. Cuando el plano de la subdivisión . sea aprobado por la 
Comisión se hará saber mediante certificación al Jefe de la Oficina 
de Terrenos del Estado incluyéndole copia de la resolución apro- 
batoria, y el Jefe de la Oficina de Terrenos del Estado lo inscribirá 
en el registro de. su oficina y enviará una copia certificada de la 
inscripción al registrador de la provincia donde radique el terreno 
para que á su vez haga la inscripción en el registro de su oficina. 

Aet. 47. Todos los. terrenos, á excepción de los reclamados ó 
pertenecientes á particulares y los reservados para parques, edifi- 
cios y otros usos públicos, se venderán bajo la dirección del Jefe 
de la Oficina de Terrenos del Estado, como más adelante se dis- 
pone en este capítulo. Dicho Jefe, con la aprobación del Secre- 
tario de lo Interior, dictará las disposiciones y reglamentos para la 
venta de los solares bajo la presente ley. 

Art. 48. Todos los sola/es comprendidos en la reserva que están 
sujetos á la venta como arriba se dispone, serán valorados por una 
comisión nombrada por el Jefe de la Oficina de Terrenos del 
Estado con la aprobación del Secretario de lo Interior, si á juicio de 
éste el valor de los solares es bastante conocido para que sea de 
utilidad la valoración. 

Art. 49. Los solares así reservados para fundación de pueblos y 
sujetos á venta, se venderán, previo debido anuncio, en pública 
subasta al mejor postor, después de aprobado y registrado el plano 
de la subdivisión como arriba se dispone, pero no se aceptará nin- 
guna proposición en la venta de solares valorados, si la oferta no 
cubre las dos terceras partes del valor de tasación, y en la venta 
de solares n© valorados no se aceptará la oferta si á juicio del Jefe 
de la Oficina de Terrenos del Estado y del Secretario de lo Interior 
el precio ofrecido no guarda relación con el solar. 

Art. 50. Á ninguna persona, corporación ó asociación se ven- 
derán más de dos solares para residencia y dos para usos comer- 
28274^ 2 
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cíales en cualquiera población, sin aprobación específica del Secre- 
tario de lo Interior. 

Art. 51. Los solares puestos en venta en la forma aquí prescrita, 
y por los cuales no se hayan recibido ofertas satisfactorias, se pon- 
drán de nuevo en venta, previo anuncio correspondiente, y si tam- 
poco se recibiesen ofertas satisfactorias podrán venderse privada- 
mente por el Jefe de la Oficina de Terrenos del Estado por una 
cantidad no menor que la en que se valore por una comisión que 
habrá de ser nombrada por el citado Jefe con la aprobación del 
Secretario de lo Interior. 

Art. 52. En cualquier caso en que, á juicio de la Comisión sea 
necesario expropiar algunos terrenos de propiedad privada dentro 
de los límites reservados ó propuestos de un terreno para fundación 
de pueblo, ya sea para calles, callejones y parques, ó ya para desti- 
narlos á edificios y otros usos públicos, la Comisión dictará una 
resolución declarando la necesidad de tal expropiación, la cual reso- 
lución se certificará al Fiscal General quien inmediatamente comen- 
zará las actuaciones para la expropiación de los terrenos descritos 
en la resolución, de acuerdo con las disposiciones del Código de 
Procedimiento Civil. 

Art. 53. Los terrenos reservados para fundación de pueblos en 
virtud de la disposiciones de este capítulo, que formen parte de 
un municipio existente continuarán dentro de la jurisdicción de 
tal municipio hasta que sean separados de él por acuerdo legisla- 
tivo de la Comisión. 

Capítulo VI. 

TÍTULOS IMPERFECTOS Y CONCESIONES Y DONACIONES ESPAÑOLAS. 

Art. 54. Las personas que se describen á continuación ó sus 
causahabientes, que ocupen terrenos del Estado en las Islas Fili- 
pinas, ó que pretendan ser dueños de algunos de dichos terrenos ó 
tener algún derecho sobre ellos, pero cuyos títulos no hayan sido 
completados, pueden solicitar del Tribunal del Kegistro de la Pro- 
piedad de las Islas Filipinas, la confirmación de sus derechos y la 
expedición de un certificado de título de los mismos, á saber : 

1. Todas las personas que, con anterioridad á la cesión de la 
soberanía de España á los Estados Unidos, hubiesen cumplido todas 
las condiciones exigidas por las leyes Españolas y Eeales Decretos 
del Eey de España para la compra de terrenos del Estado, incluso 
el pago del precio de compra pero que no hubiesen conseguido la 
expedición del título definitivo. 
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2. Todas las personas que, con anterioridad á la cesión de la 
soberanía de España á los E-stados Unidos, hubiesen solicitado la 
compra de terrenos del Estado, y habiendo conseguido la medición, 
subasta y adjudicación ó derecho á la adjudicación de dichos terre- 
nos, no hubiesen recibido el título de los mismos, sin culpa por su 
parte. 

3. Todas las personas que, habiendo con anterioridad á la cesión 
de la soberanía de España ó los Estados Unidos, solicitado la com- 
pra de terrenos del Estado y conseguido el deslinde y adjudicación 
de los mismos, por negligencia no hubiesen cumplido con las 
condiciones respecto al pago de todo ó parte del precio, pero que 
después de la medición y adjudicación hubiesen continuado y con- 
tinuasen ocupando el terreno en concepto de dueños hasta la vigen- 
cia de esta Ley, excepto en los casos en que hubiesen estado impe- 
didas por la guerra ó por fuerza mayor. 

4. Todas las personas que teniendo derecho bajo las leyes espa- 
ñolas y Reales Decretos en vigor con anterioridad al Eeal Decreto de 
trece de Febrero de mil ochocientos noventa y cuatro á obtener 
título de sus terrenos mediante composición con el Gobierno, hu- 
biesen solicitado dicha composición, pero no hubiesen recibido el 
título sin culpa por su parte. 

5. Todas las personas, que, teniendo derecho á un título gratuito 
sobre terrenos del Estado mediante información posesoria bajo* las 
disposiciones de los artículos diecinueve y veinte del Real Decreto 
del Eey de España dictado en trece de Febrero de mil ochocientos 
noventa y cuatro y habiendo cumplido con las condiciones prescritas 
en dicho Real Decreto, no hubiesen recibido título de dichos terrenos 
sin culpa por su parte. 

6. Todas las personas que, por si ó por medio de sus causantes, 
hubiesen estado en abierta, continua, exclusiva y notoria posesión 
y ocupación de terrenos agrícolas del Estado según se definen en 
la referida Ley del Congreso de primero de Julio de mil novecientos 
dos, pretendiendo de buena fe adquirir la propiedad, excepto contra 
el Gobierno durante los diez años inmediatamente anteriores á 
la vigencia de esta Ley, excepto en los casos en que hubiesen estado 
impedidas por la guerra ó por fuerza mayor, tendrán á su favor 
la presunción juris et de jure de haber cumplido todas las con- 
diciones necesarias para la concesión del Gobierno y de haber 
recibido dicha concesión, y tendrán derecho á un certificado de 
título sobre dichos terrenos bajo las disposiciones de este capítulo. 
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Todos los que pretendan tener derecho á terreno bajo los párrafos 
primero, segundo, tercero, cuarto y quinto de este artículo deberán 
probar por medio de los correspondientes expedientes ó documentos 
oficiales que se han llenado los trámites exigidos en dichos párrafos, 
y se han cumplido las necesarias condiciones: Entendiéndose, sin 
embargo, Que tal requisito no es aplicable al hecho de la posesión 
en concepto de dueño. 

Art. 55. Todas las personas que pretendan tener título á terre- 
nos del estado que no estén dentro de las clases especificadas en el 
artículo anterior no podrán obtener los beneficios de este capítulo. 

Art. 56. Toda persona ó personas, sus representantes legales ó 
causahabientes, que pretendan tener derecho ó interés en un terreno 
en las Islas Filipinas, bajo las disposiciones de este capítulo, y 
deseen tener derecho á perfeccionar su título, deben en todos los 
casos presentar una solicitud por escrito al Tribunal del Eegistro 
de la Propiedad pidiendo que se determine la validez del título ó 
derecho alegado y se les expida certificado de título de dicho terreno 
bajo las disposiciones de la Ley del Eegistro de la Propiedad. 

Art. 57. Tal reclamación ó solicitud se conformará en cuanto 
sea posible en sus alegaciones esenciales á los requisitos de una soli- 
citud de registro bajo las disposiciones de los artículos veinte y uno 
y siguientes de la Ley del Eegistro de la Propiedad, y será acom- 
pañada de un plano del terreno y de todos los documentos que justi- 
fiquen el derecho del solicitante al terreno que se reclama. La peti- 
ción deberá también consignar de una manera completa la natura- 
leza del derecho al terreno, y si tal derecho está fundado en el expe- 
diente iniciado bajo las leyes Españolas, especificará la fecha y 
forma de la donación ó concesión ó la orden de medición, bajo el 
cual la reclamación se presenta; por quien se hizo tal donación, 
concesión ú orden de medición; hasta que punto se cumplieron las 
condiciones exigidas por las leyes y Eeales Decretos españoles para 
la adquisición de un título legal, y si no fueron del todo cumplidas 
las razones de tal incumplimiento juntamente con una manifesta- 
ción del tiempo en que tal terreno ó parte de él ha estado realmente 
ocupado por el solicitante ó sus causantes; el uso que se hizo del 
terreno y la clase de cerco del mismo, si lo hubiere. Se cobrarán al 
solicitante bajo este capítulo los derechos establecidos por el regis- 
tro del terreno bajo la Ley del Eegistro de la Propiedad, excepto 
cuando por el registro original del terreno solicitado bajo este capí- 
tulo, no se exija derecho alguno para el fondo de seguro. 
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Art. 58. Todo el que solicite registrar un terreno bajo las dispo- 
siciones de este capítulo, mediante petición dirigida al Jefe de la 
Oficina de Terrenos del Estado, y pago de los derechos establecidos 
por la Ley, podrá conseguir la medición y levantamiento del plano 
de los terrenos reclamados por él como de su propiedad, el cual 
plano deberá unirse á su solicitud en el Tribunal del Eegistro de la 
Propiedad. 

Art. 59. Á la presentación de reclamaciones ó solicitudes de 
registro en el Tribunal del Eegistro de la Propiedad bajo este capí- 
tulo, se seguirá el mismo procedimiento en la vista y apelación de 
tales asuntos que el establecido por la Ley del Eegistro de la Pro- 
piedad para otras solicitudes, á excepción de que deberá enviarse 
inmediatamente aviso de todas dichas solicitudes juntamente con 
un plano de los terrenos reclamados al Jefe de la Oficina de Terre- 
nos del Estado de las Islas Filipinas, quien deberá ser representado 
en todas las cuestiones que se susciten con motivo de la considera- 
ción de tales solicitudes por el Fiscal General de las Islas Filipinas 
ó por un subordinado ó auxiliar del Fiscal General nombrado para 
tal objeto. 

Art. 60. Será deber del Examinador de Títulos, cuando se le 
traslade cualquiera de dichas reclamaciones ó solicitudes, investigar 
todos los hechos alegados en ellas ó que en otra forma se hubiesen 
presentado á su consideración, y hará una cuidadosa investigación 
respecto al tiempo en que el solicitante ó sus causantes estuviesen 
ocupando el terreno; la naturaleza del terreno; la clase del cerco, 
si hubiere alguno, y la extensión en que el terreno ha estado sujeto 
á cultivo. Presentará un informe completo de su investigación en 
el asunto terminando con un certificado de su opinión sobre los 
méritos de la reclamación. 

Art. 61. Siempre que en opinión del Jefe Ejecutivo el interés 
público lo reclame, el Jefe de la Oficina de Terrenos del Estado 
puede legalmente hacer que se presente en el registro de la propie- 
dad, por medio del Fiscal General, una petición contra cualquier 
tenedor, reclamante, poseedor ú ocupante de cualquier terreno en 
las Islas Filipinas, que no se hubiese acogido á las disposiciones de 
este capítulo, ó de la Ley del Eegistro de la Propiedad, manifes- 
tando en sustancia que el derecho de tal tenedor, reclamante, 
poseedor ú ocupante es discutible ; ó que los límites de cualquiera de 
dichos terrenos que no han sido sometidos al Tribunal, como antes 
se ha dicho, son discutibles, y pidiendo que el título de cualquiera 
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de dichos terrenos, ó sus límites ó el derecho de ocupar los mismos 
se determinen y resuelvan. Dicha petición contendrá todos los 
datos esenciales para hacer una detallada notificación á los ocupan- 
tes de dicho terreno y á todas las personas que puedan alegar un 
interés opuesto en el mismo é irá acompañada de un plano del 
terreno en cuestión. El Tribunal ordenará que se haga la notifi- 
cación como en los demás casos y procederá á oir, juzgar y fallar 
las cuestiones suscitadas en dicha petición ó que se susciten en el 
asunto, y á fijar y á determinar la propiedad del terreno, y hará 
que se expida certificado de título del mismo, como en los otros 
casos que se presenten bajo este capítulo. 

Art. 62. Siempre que algunos terrenos de las Islas Filipinas 
sean reservados para la fundación de un pueblo, de acuerdo con las 
disposiciones del Capítulo Y de esta Ley, será legal que el Jefe de 
la Oficina ele Terrenos del Estado, con la aprobación del Secretario 
de lo Interior, notifique al Juez del Tribunal del Eegistro de la Pro- 
piedad que dichos terrenos han sido reservados para la fundación 
de un pueblo y que todos los terrenos de propiedad privada ó dere- 
chos sobre los mismos dentro de los límites descritos, deben quedar 
inmediatamente sujetos á las disposiciones de la Ley del Eegistro 
de la Propiedad y ser terrenos registrados dentro del significado 
de dicha ley. El Juez de dicho Tribunal tendrá el deber de expe- 
dir la correspondiente notificación haciendo saber que todas 
las reclamaciones ó derechos sobre terrenos de propiedad privada 
dentro ele los límites descritos, deben someterse á registro bajo la 
Ley del Eegistro de la Propiedad en la forma dispuesta en la Ley 
Número Seiscientos veinte y siete, titulada "Ley disponiendo que 
todos los terrenos comprendidos dentro de los límites de los que 
legalmente se han separado para formar reservas militares, y todos 
los que desee comprar el Gobierno de los Estados Unidos para fines 
militares, quedan desde luego sujetos á las disposiciones de la Ley 
del Eegistro de la Propiedad." El procedimiento para los fines 
de este artículo y efectos legales del mismo, será en todos los 
respectos los que se establecen en los artículos tercero, cuarto, quinto 
y sexto de la citada Ley Numero Seiscientos veinte y siete. 

Art. 63. Todas las actuaciones bajo este capítulo que tengan por 
objeto un título ó derecho sobre terreno, se sustanciarán y conside- 
rarán como una solicitud de registro de dicho terreno, y el decreto 
definitivo del Tribunal constituirá en todos los casos la base del 
título original á favor de la persona que tenga derecho á la pro- 
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piedad, de acuerdo con el procedimiento prescrito en el artículo 
cuarenta y uno de la Ley del Eegistro de la Propiedad. 

Art. 64. Si en la vista ele alguna solicitud presentada bajo este 
capítulo, el tribunal encontrare que tienen interés en el terreno dos 
ó más personas ó reclamantes, tales intereses opuestos serán resuel- 
tos por el tribunal y el fallo será á favor de la persona ó personas que 
tengan derecho al terreno, según las leyes de las Islas Filipinas, 
excepto cuando las partes interesadas desistan voluntariamente de 
su acción en cuyo caso la orden del tribunal será simplemente de 
desistimiento sin afectar al título. 

Art. 65. Siempre que en alguna actuación bajo este capítulo 
para obtener el registro de un derecho ó título incompleto ó imper- 
fecto, iniciado con anterioridad á la cesión de la soberanía de 
España á los Estados Unidos, resultare que si la solicitud para 
obtener tal derecho ó título se hubiese tramitado hasta su resolución 
bajo las leyes vigentes á su presentación y bajo las condiciones de 
la concesión que entonces se pretendió, la cesión del terreno al solici- 
tante no hubiera sido gratuita sino mediante pago del precio del 
terreno al Gobierno, el tribunal después de fallar sobre quien debe 
recaer, el título, determinará además la cantidad que habrá de 
pagarse como condición para el registro del terreno. Dicho fallo 
se certificará á la Oficina de Terrenos del Estado por el Escribano 
del tribunal para la recaudación de la cantidad que adeuda la per- 
sona que tiene derecho á la cesión de dominio. Una vez pagado al 
Jefe de la Oficina de Terrenos del Estado el precio especificado en 
el fallo, éste devolverá el expediente al Tribunal del Eegistro de la 
Propiedad haciendo constar el pago, y el tribunal ordenará el regis- 
tro del terreno á favor de la persona que tenga derecho al mismo. 
Si el solicitante deja de pagar la cantidad fijada por el tribunal 
dentro de un término prudencial á contar desde que tuvo noticia 
del fallo, el tribunal puede mandar sobreseer el procedimiento y 
el título sobre el terreno quedará entonces á favor del Gobierno, 
libre de toda pretensión del que lo solicitó. 

Art. 66. Siempre que algún fallo de confirmación ú otro decreto 
del tribunal sobre terrenos del Estado, pase á ser firme, el Escribano 
del Tribunal certificará el hecho á la Oficina de Terrenos del Estado 
con una copia del decreto de confirmación ó fallo del tribunal, el 
cual manifestará claramente la situación, límites y área, lo mas 
aproximadamente posible, de la parcela comprendida en el decreto 
ó fallo é irá acompañado de un plano del terreno sobre el que ha 
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recaído la confirmación ó decreto del tribunal. En el caso de que 
la medición original hubiese sido hecha por la Oficina de Terrenos 
del Estado y el decreto del tribunal concuerde con ella, no serán 
necesarios ulteriores trámites. Si la medición original hubiese sido 
hecha por el solicitante ó si la parcela objeto de la confirmación del 
tribunal no estuviese conforme con la medición original hecha por 
la Oficina de Terrenos del Estado, el Jefe de esta oficina hará que 
inmediatamente se mida la parcela objeto de la confirmación del 
tribunal, por cuenta del Gobierno Insular y una vez aprobada por 
él la medición, enviará copias de la misma al Tribunal del Kegistro 
de la Propiedad y al solicitante, y, aprobada que sea por el tribunal, 
se considerará correcta de una manera decisiva, á menofe que por el 
solicitante se presente objeción dentro del plazo de treinta días. Si 
el solicitante presentare objeción á la medición, el tribunal lo hará 
saber á la Oficina de Terrenos del Estado, oirá dichas objeciones y 
su fallo en el asunto será definitivo. 

Art. 67. En lo sucesivo no se podrá adquirir título, derecho legal 
ó por razón ele equidad sobre terrenos del Estado de las Islas Fili- 
pinas, por prescripción ó por posesión ú ocupación en concepto de 
dueño, ó de acuerdo ó por virtud de alguna ley vigente antes de la 
ocupación Americana, excepto como expresamente se dispone por 
las leyes dictadas después de la adquisición de las Islas por los 
Estados Unidos. 

Capítulo VII. 

DISPOSICIONES GENERALES. 

Art. 68. El título abreviado de esta Ley será "Ley de Terrenos 
del Estado." 

Art. 69. El Jefe de la Oficina de Terrenos* del Estado preparará 
y publicará, bajo la inspección del Secretario de lo Interior, formu- 
larios é instrucciones, compatibles con esta Ley, que sean necesarios 
y convenientes para la ejecución de todas las disposiciones de la 
misma que han de ser aplicados por la Oficina de Terrenos del 
Estado, ó bajo la dirección ele la misma, y para el procedimiento 
que se ha de seguir en todos los expedientes que se promuevan bajo 
dichas disposiciones. 

Art. 70. Mientras el título de los terrenos del Estado de las Islas 
Filipinas continúe en manos del Gobierno, el Jefe de la Oficina de 
Terrenos del Estado, bajo la inspección del Secretario de lo Interior, 
estará encargado de la inspección ejecutiva directa de la medición, 
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clasificación, arrendamiento, venta, disposición y administración 
de los mismos, y las resoluciones de la Oficina en las cuestiones 
de hecho referentes á dichos terrenos serán definitivas, una vez 
aprobadas por el Secretario de lo Interior. 

Art. 71. El Gobernador Civil por razones de interés público, 
puede de vez en cuando designar, por medio de proclama, alguna 
parcela ó. parcelas de terrenos del Estado de las Islas Filipinas como 
no enajenables, y más adelante las mismas no quedarán sujetas 
á ocupación, denuncia, venta ó enajenación de otra clase cual- 
quiera de acuerdo con alguna,, de las leyes de terrenos del Estado 
de las Islas Filipinas, hasta tanto que no vuelvan á ser declaradas 
enajenables por una ley de dichas Islas. 

Art. 72. Los secretarios provinciales y todas las demás personas 
que sean nombradas registradores de minas estarán sujetos, en sus 
funciones como tales registradores, á la inspección del Jefe de la 
Oficina de Terrenos del Estado. 

Art. 73. Todos los títulos de propiedad de terrenos se formali- . 
zarán en la Oficina de Terrenos del Estado y se expedirán en nom- 
bre de los Estados Unidos y del Gobierno Insular de Filipinas con 
la firma del Gobernador Civil, pero tales títulos surtirán efecto 
únicamente para los fines definidos en el artículo ciento veintidós 
de la "Ley del Eegistro de Propiedad," y las transferencias de 
dominio de los terrenos solo se efectuaran con arreglo á lo dispuesto 
en el referido artículo. 

Art. 74. Todas las personas que reciban títulos de terrenos del 
Gobierno bajo las disposiciones de esta Ley poseerán dichos terre- 
nos con sujeción á las mismas servidumbres públicas que existían 
sobre los terrenos de propiedad particular bajo la soberanía de 
España, incluyendo las referentes al litoral y las riberas de ríos 
navegables ó de ríos donde se pueda hacer el transporte por medio 
de balsas. 

Art. 75. El uso provechoso del agua será la base, la medida y el 
límite de todos los derechos á su aprovechamiento en las Islas Fili- 
pinas, y los títulos de propiedad concedidos bajo la presente estarán 
sujetos al derecho del Gobierno de estas Islas para dictar disposi- 
ciones y reglamentos para el uso y el abastecimiento de las aguas y 
para otros fines públicos, que considere convenientes para el bien 
público. Siempre que con prioridad de posesión se hubiesen adqui- 
rido derechos al uso del agua para necesidades de las minas, de la 
agricultura, de la fabricación ú otros objetos, y tales derechos hubie- 
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sen sido admitidos y reconocidos por la costumbre del lugar, las leyes 
y sentencias de los tribunales, los poseedores y dueños de tales dere- 
chos adquiridos serán respetados y protegidos en ellos, y todos 
los títulos de propiedad concedidos en virtud de esta Ley estarán 
sujetos á los derechos adquiridos sobre canales y depósitos usados 
en relación con tales derechos sobre aguas, adquiridos como antes 
se dispone, con anterioridad al once de Abril de mil ochocientos 
noventa y nueve. 

Art. 76. Queda por la presente excluido de los efectos de todos 
los títulos, certificados, solicitudes y concesiones autorizadas por 
el Gobierno Insular bajo esta Ley, el derecho de utilizar como 
fuerza motriz cualquier corriente de agua de cualquier arroyo que 
atraviese ó corra al lado del terreno concedido, si excediere de cin- 
cuenta caballos la fuerza motriz que desarrolla en estiaje ordinario. 
Cuando la potencia motriz de cualquier arroyo que atraviese ó 
corra al lado de un terreno cedido en virtud de esta Ley, excediere 
de cincuenta caballos de fuerza, y no hubiere otro medio de aprove- 
charla, más que ocupando una parte del terreno cedido en virtud 
de esta Ley, quedará excluida de dicha concesión la parte de terreno 
que sea necesaria para la construcción de los edificios en que se 
instalen la maquinaria y aparatos necesarios y para una presa con- 
veniente ii otros medios para contener las aguas, sin que exceda de 
cuatro hectáreas. Quedan asimismo reservados, como servidumbres 
sobre el terreno cedido en virtud de esta Ley, su paso á la carretera 
pública más próxima al terreno exceptuado, así como también otro 
para la construcción y conservación de los canales, acueductos, 
alambres, postes y otras canalizaciones que sean necesarias para 
conducir el agua hasta el punto donde su salto pueda producir 
mayor potencia, ó para conducir la potencia desde el punto de su 
producción al punto de s,u aprovechamiento. Entendiéndose, sin 
embargo, Que cuando el Gobierno ó -un concesionario del Gobierno 
tomaren posesión de terrenos en virtud de este artículo, por los que 
otro hubiese pagado precio, creyéndolo susceptible de concesión 
bajo esta Ley, éste tendrá derecho á ser indemnizado por el 
Gobierno ó por el concesionario por la cantidad que hubiese pagado 
al Gobierno por el terreno que se le haya quitado bajo este artículo ; 
Entendiéndose además, Que, excepto para convertirla en fuerza 
motriz que exceda de cincuenta caballos, el concesionario tendrá el 
mismo derecho al aprovechamiento del agua que atraviese ó corra 
al lado de sus terrenos, que, bajo las leyes de las Islas Filipinas, 
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tengan los demás propietarios, sujeto á los reglamentos guberna- 
tivos dispuestos en el artículo anterior. El privilegio de la fuerza 
del agua cuya potencia motriz en estiaje ordinario exceda de cin- 
cuenta caballos, solamente se podrá conceder de acuerdo con las 
condiciones que se establezcan en una ley especial de la Comisión, 
hasta que se apruebe una ley general relativa al uso, arrendamiento 
ó adquisición de privilegios para el aprovechamiento de tales aguas. 

Art. 77. Toda persona que voluntariamente y á sabiendas pre- 
sente ó hiciere que se presente alguna prueba falsa, ó haga ó hiciere 
que se haga una declaración jurada falsa en apoyo de alguna soli- 
citud ó de cualquier reclamación sobre terrenos del Estado de las 
Islas Filipinas, será considerada culpable de perjurio y castigada 
como tal. 

Art. 78. Las disposiciones de esta Ley serán extensivas y apli- 
cables á todas las provincias y puntos del Archipiélago Filipino 
excepto á la Provincia Mora y á las de Lepanto-Bontoc, Benguet, 
Paragua y Nueva Vizcaya ; pero las disposiciones de esta Ley ó 
las de cualquier capítulo de la misma, pueden en cualquier fecha, 
mediante acuerdo de la Comisión en Filipinas, hacerse extensivas 
y puestas en vigor en cualquiera de las provincias ó partes de las 
mismas, que ahora quedan exceptuadas de su acción. 

Art. 79. Cuando esta Ley haya sido aprobada por el Presidente 
de los Estados Unidos y haya recibido la sanción expresa ó implí- 
cita como se dispone en la Ley del Congreso aprobada en primero 
de Julio de mil novecientos dos (Pública Número Doscientos treinta 
y cinco) titulada "Ley disponiendo provisionalmente la adminis- 
tración de los asuntos del Gobierno Civil en las Islas Filipinas 
y para otros fines," se darán á conocer estos hechos por medio 
de una proclama del Gobernador Civil de las Islas, y esta Ley 
tendrá efecto en la fecha de dicha proclama. 

Aprobada, 7 de Octubre de 1903. 
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